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Presentación 
 
 
  

En muchos países, con frecuencia de manera persistente, se producen 
desapariciones forzadas, es decir, que se arreste, detenga o traslade contra 
su voluntad a las personas, o que éstas resulten privadas de su libertad de 
alguna otra forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, 
por grupos organizados o por particulares que actúan en nombre del gobierno 
o con su apoyo directo o indirecto, su autorización o su consentimiento, y que 
luego se niegan a revelar la suerte o el paradero de esas personas o a 
reconocer que están privadas de la libertad, sustrayéndolas así a la 
protección de la ley. 
 
Además, las desapariciones forzadas afectan los valores más profundos de 
toda sociedad respetuosa de la primacía del derecho, de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales, y su práctica sistemática 
representa un crimen de lesa humanidad. 

Si bien los actos que contribuyen a las desapariciones forzadas constituyen 
una violación de las prohibiciones que figuran en los instrumentos 
internacionales, se volvió de vital  importancia elaborar  instrumentos que 
hagan de todos los actos de desaparición forzada delitos de extrema 
gravedad y establezca normas destinadas a castigarlos y prevenirlos, es así, 
como en algunos de ellos ya se define de alguna forma este delito, y se 
menciona que:   

Todo acto de desaparición forzada constituye un ultraje a la dignidad 
humana. Es condenado como una negación de los objetivos de la Carta de 
las Naciones Unidas y como una violación grave manifiesta de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales proclamados en la Declaración 
Universal de Derechos Humanos y reafirmados y desarrollados en otros 
instrumentos internacionales pertinentes.  

Todo acto de desaparición forzada sustrae a la víctima de la protección de la 
ley y le causa graves sufrimientos, lo mismo que a su familia. Constituye una 
violación de las normas del derecho internacional que garantizan a todo ser 
humano, entre otras cosas, el derecho al reconocimiento de su personalidad 
jurídica, el derecho a la libertad y a la seguridad de su persona y el derecho a 
no ser sometido a torturas ni a otras penas o tratos crueles, inhumanos o 
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degradantes. Viola, además, el derecho a la vida, o lo pone gravemente en 
peligro1. 

Los Estados deben en todo caso tomar medidas legislativas, administrativas, 
judiciales y otras medidas eficaces para prevenir o erradicar los actos de 
desapariciones forzadas en cualquier territorio sometido a su jurisdicción. 

Además de las sanciones penales aplicables, las desapariciones forzadas 
deberán comprometer la responsabilidad civil de sus autores y la 
responsabilidad civil del Estado o de las autoridades del Estado que hayan 
organizado, consentido o tolerado tales desapariciones, sin perjuicio de la 
responsabilidad internacional de ese Estado conforme a los principios del 
derecho internacional.  

Se invocaron además, con el objeto de hacer más eficiente su cumplimiento, 
algunas otras disposiciones, a mi punto de vista atinadas, como lo son:  

Que ninguna orden o instrucción de una autoridad pública, sea ésta civil, 
militar o de otra índole, puede ser invocado para justificar una desaparición 
forzada (bajo ningún motivo)2. 

Toda persona que reciba tal orden o tal instrucción tiene el derecho y el deber 
de no obedecerla. (Nunca se podrá alegar en su defensa la eximente de 
responsabilidad por obediencia jerárquica) 

 Así mismo, un gran avance para los particulares es el derecho a un recurso 
judicial rápido y eficaz, como medio para determinar el paradero de las 
personas privadas de libertad o su estado de salud o de individualizar a la 
autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva, ello es 
necesario para prevenir las desapariciones forzadas en toda circunstancia.  

En el marco de ese recurso, las autoridades nacionales competentes tendrán 
acceso a todos los lugares donde se encuentren personas privadas de 
libertad, así como a todo otro lugar donde haya motivos para creer que se 
pueden encontrar las personas desaparecidas3. 

  
                                                 
1 Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas. Aprobada 
por la Asamblea General en su resolución 47/133 de 18 de diciembre de 1992. 

 

2 Ninguna circunstancia, cualquiera que sea, ya se trate de amenaza de guerra, estado de guerra, 
inestabilidad política interna o cualquier otro estado de excepción, puede ser invocada para justificar 
las desapariciones forzadas.  

3 También podrá tener acceso a esos lugares cualquier otra autoridad competente facultada por la 
legislación del Estado o por cualquier otro instrumento jurídico internacional del cual el Estado sea 
parte. 
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Para garantizar la justicia universal y la extraterritorialidad, se dispone que, 
los presuntos autores de actos de desaparición forzada en un Estado, cuando 
las conclusiones de una investigación oficial lo justifiquen y a menos que 
hayan sido extraditados a otro Estado que ejerce su jurisdicción de 
conformidad con los convenios internacionales vigentes en la materia, 
deberán ser entregados a las autoridades civiles competentes del primer 
Estado a fin de ser procesados y juzgados. Los Estados deberán tomar las 
medidas jurídicas apropiadas que tengan a su disposición a fin de que todo 
presunto autor de un acto de desaparición forzada, que se encuentre bajo su 
jurisdicción o bajo su control, sea sometido a juicio4.  

Se da a su vez  garantías de reparación del daño a las victimas y sus 
familiares, al disponer que, las víctimas de actos de desaparición forzada y 
sus familiares deberán obtener reparación y tendrán derecho a ser 
indemnizadas de una manera adecuada y a disponer de los medios que les 
aseguren una readaptación tan completa como sea posible. En caso de 
fallecimiento de la víctima a consecuencia de su desaparición forzada, su 
familia tendrá igualmente derecho a indemnización 

Dentro de los documentos que seas creado a este efecto, se considera 
desaparición forzada la privación de la libertad a una o más personas, 
cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por 
personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a 
reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la 
persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las 
garantías procesales pertinentes5.  

En este mismo tenor, por "desaparición forzada de personas" se entenderá la 
aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado o una 
organización política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido 
de la negativa a informar sobre la privación de libertad o dar información 
sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas 
fuera del amparo de la ley por un período prolongado6. 

Los Estados firmantes, dando muestra del interés que existe en la materia, 
dieron su consentimiento y se comprometieron a cumplir con las siguientes 
obligaciones:  

                                                 
4 Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas. Aprobada 
por la Asamblea General en su resolución 47/133 de 18 de diciembre de 1992. 

5 Convención interamericana sobre desaparición forzada de personas.  Adoptada en Belém do Pará, 
Brasil el 9 de junio de 1994, en el vigésimo cuarto período ordinario de sesiones de la Asamblea 
General  
 
6 Estatuto de Roma  de la Corte Penal Internacional,  17 de junio de 1998, Art. 7 Frac. 2 inciso  i 
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Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales, las medidas legislativas que fueren 
necesarias para tipificar como delito la desaparición forzada de personas, y a 
imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su extrema gravedad. 
Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras no se 
establezca el destino o paradero de la víctima.  

Los Estados Partes podrán establecer circunstancias atenuantes para los que 
hubieren participado en actos que constituyan una desaparición forzada 
cuando contribuyan a la aparición con vida de la víctima o suministren 
informaciones que permitan esclarecer la desaparición forzada de una 
persona. Lo anterior se realiza, a mi parecer de forma adecuada, para dar 
ciertos beneficios a la persona que ayude a esclarecer el paradero de la 
victima o los móviles del delito, esto para ayudar a la autoridad investigadora 
y a la victima del delito. 

La acción penal derivada de la desaparición forzada de personas y la pena 
que se imponga judicialmente al responsable de la misma no estarán sujetas 
a prescripción.  

Sin embargo, cuando existiera una norma de carácter fundamental que 
impidiera la aplicación de lo estipulado en el párrafo anterior, el período de 
prescripción deberá ser igual a la del delito más grave en la legislación 
interna del respectivo Estado Parte. (Con esto eliminan la posible impunidad 
a que pudiera ser objeto el indiciado en algún Estado). 

 

A continuación hago el estudio de un caso de Desaparición Forzosa, 
analizando las circunstancias en las que se cometió y los elementos tomados 
en cuenta por la Corte Interamericana de Derechos Humanos para su fallo. 
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CASO BÁMACA VELÁSQUEZ 
 

SENTENCIA DE 25 DE NOVIEMBRE DE 2000 
 

 

El 30 de agosto de 1996, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 
50 y 51 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos sometió a la Corte una demanda 
contra la República de Guatemala  que se originó en la denuncia No. 11.129, 
recibida en la Secretaría de la Comisión.  

La Comisión manifestó que el objeto de la demanda era que la Corte 
decidiera si el Estado violó, en perjuicio de Efraín Bámaca Velásquez, las 
siguientes normas: 

Artículo 3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica), Artículo 4 
(Derecho a la Vida), Artículo 5  (Derecho a la Integridad Personal), Artículo 7 
(Derecho a la Libertad Personal), Artículo 8 (Garantías Judiciales), Artículo 13 
(Libertad de Pensamiento y de Expresión), Artículo 25 (Protección Judicial) y 
el Artículo 1 (Obligación de Respetar y Garantizar los Derechos), todos de la 
Convención Americana así como también los artículos 1, 2 y 6 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y el artículo 
3 común de los Convenios de Ginebra. 

El caso No. 11.129 fue abierto por la Comisión Interamericana a raíz de una 
denuncia interpuesta por los peticionarios el 5 de marzo de 1993, referente a 
“una solicitud de medidas cautelares, basándose en la detención y los malos 
tratos infligidos al señor Efraín Bámaca Velásquez y a otros combatientes de 
la URNG [Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (en adelante la 
URNG)]”. Esta solicitud fue reiterada por comunicación de 6 de abril del 
mismo año. 

El 4 de octubre de 1993 la Comisión realizó una audiencia pública para que 
Guatemala ofreciera información sobre las medidas cautelares. El 15 de 
octubre de 1993 la Comisión reiteró a Guatemala que debía adoptar medidas 
cautelares a favor de las personas nombradas en su comunicación.  El día 15 
de diciembre de 1993, el Estado señaló que, en este caso, las medidas 
cautelares eran “innecesarias e improcedentes porque en Guatemala no 
había prisioneros de guerra ni centros de detención clandestinos” (el Estado 
negaba cualquier acto con referencia a estos hechos). 

 El 7 de marzo de 1996 la Comisión aprobó, en su 91º Período de 
Sesiones, el Informe No. 7/96, en cuya parte dispositiva decidió lo siguiente:  

2006, UNIVERSIDAD DE GUADALAJARA, Centro Universitario de la Ciénega 
 

7



LETRAS JURÍDICAS    Revista electrónica de Derecho     ISSN 1870-2155    Número 2 
 

A la luz de la información y las observaciones presentadas,  que el 
Estado de Guatemala ha violado los derechos humanos a la vida, a la 
integridad personal, a la libertad personal, a las garantías judiciales y a la 
protección judicial consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 de la 
Convención Americana y ha omitido cumplir con la obligación establecida en 
el artículo 1. 

Además, recomendó a Guatemala que:  

a. Acepte la responsabilidad por la desaparición, tortura y ejecución 
extrajudicial de Efraín Bámaca Velásquez. 

b. Realice una investigación rápida, imparcial, y efectiva, de los hechos 
denunciados a los efectos de hacer constar de manera detallada en un relato 
oficial, debidamente validado, los detalles de las circunstancias en que 
ocurrieron los delitos contra el señor Bámaca [Velásquez] y la 
responsabilidad por las violaciones cometidas a los efectos de informar a la 
esposa del señor Bámaca [Velásquez], Jennifer Harbury, y a los demás 
miembros de la familia del señor Bámaca [Velásquez], sobre cuál fue su 
destino y dónde se encuentran sus restos. 

c. Adopte las medidas necesarias para que se someta a un 
procedimiento judicial competente a las personas responsables de 
conculcación y se sancione a todos los responsables de violaciones de 
derechos humanos en la causa actual. 

d. Adopte las reformas necesarias a los reglamentos y programas de 
entrenamiento de las fuerzas armadas de Guatemala a fin de que se 
conduzcan las operaciones militares de acuerdo a las leyes y costumbres 
aplicables a los conflictos armados internos. 

e. Repare las consecuencias de la violación de los derechos enunciados, 
incluido el pago de una indemnización adecuada a la esposa del señor 
Bámaca [Velásquez], Jennifer Harbury, y a los demás miembros de la familia 
del señor Bámaca [Velásquez]. 

Finalmente, la Comisión decidió: 

Trasmitir el presente informe al Gobierno de Guatemala y otorgarle un plazo 
de 60 días para que ponga en efecto las recomendaciones que en él se 
formulan. El plazo de 60 días comenzará a partir de la fecha de transmisión 
de este informe, durante el cual el Gobierno no estará facultado para 
publicarlo conforme a lo dispuesto en el artículo 50 de la Convención 
Americana. 

Presentar la causa actual a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
conforme a las disposiciones del artículo 51 de la Convención Americana, si 
en el plazo de 60 días, a partir de la remisión de este documento, el Gobierno 
no ha implementado las recomendaciones de la Comisión. 
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 Dicho informe fue trasmitido por la Comisión al Estado el 5 de abril de 
1996, con la solicitud de que informara, dentro de un plazo de 60 días, sobre 
las medidas adoptadas para resolver la situación denunciada. El Estado, 
pese a haber solicitado una prórroga para ello, no envió la información 
requerida. 

Demanda ante la Corte Interamericana. 

De acuerdo con la decisión adoptada durante su 91º período ordinario de 
sesiones, la Comisión presentó la demanda ante la Corte Interamericana el 
30 de agosto de 1996. 
 
El 6 de enero de 1997 el Estado presentó la contestación de la demanda, en 
la cual manifestó que “reconocía su responsabilidad internacional en materia 
de Derechos Humanos, en el presente caso, una vez que no ha resultado 
posible, hasta este momento, para las instancias competentes, identificar a 
las personas o persona responsables penalmente de los hechos antijurídicos 
objeto de esta demanda”.  Además solicitó “que se tenga por reconocida la 
responsabilidad internacional en materia de Derechos Humanos, por parte 
del Gobierno de Guatemala, respecto a los hechos vertidos en el numeral II 
de la demanda”.  Asimismo, Guatemala solicitó un plazo de seis meses para 
lograr un acuerdo sobre reparaciones con la Comisión Interamericana, con 
determinación de los herederos de acuerdo con el derecho interno 
guatemalteco. En caso de no llegarse a un acuerdo, solicitó que la Corte 
abriera la etapa de reparaciones. Finalmente, advirtió que “este 
reconocimiento no implicaba agotamiento de los recursos internos, toda vez 
que el caso seguía vigente de conformidad con el ordenamiento jurídico 
guatemalteco”. 
 
Pruebas: 
 
La comisión presento diversas pruebas testimoniales, documentales así 
como otras de diversa índole como lo son algunas exhumaciones de victimas 
de esta clase de ilícitos etc.,  algunos de ellos, así como los fiscales, sufrieron 
de amenazas y  atentados, lo que obligo a la comisión a solicitar al Edo. de 
Guatemala tomará medidas precautorias, esto debido a que se estaban 
presentando en estos testimonios, pruebas que implicaban claramente la 
responsabilidad en violaciones de derechos humanos a personal especifico 
del Estado. 
 
La Comisión presentó documentación relacionada con: 
 
a) la práctica de detención y utilización de ex guerrilleros por parte del 
Ejército de Guatemala; 
b) la detención, tortura y desaparición extrajudicial de Bámaca 
Velásquez, 
c) la autopsia y las exhumaciones practicadas en el caso Bámaca 
Velásquez en Guatemala, 
d) los recursos de exhibición personal interpuestos a favor de Bámaca 
Velásquez; 
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e) los otros procesos judiciales seguidos para la determinación del 
paradero de Bámaca Velásquez así como de los responsables de los 
hechos; 
f) el matrimonio de Efraín Bámaca Velásquez con Jennifer Harbury, los 
procesos para su reconocimiento y el proceso de jactancia; 
g) las diligencias practicadas por Jennifer Harbury para la determinación 
del paradero de Bámaca Velásquez; 
h) la representación de Jennifer Harbury y de los familiares de Bámaca 
Velásquez en el proceso ante el sistema interamericano; 
i) las declaraciones sobre indemnizaciones suscritas por Jennifer 
Harbury; y 
j) los supuestos atentados y amenazas en contra de diferentes personas 
relacionadas con el caso Bámaca Velásquez. 
 

Cabe destacar que, en este caso, el Estado no presentó ningún tipo de 
prueba de descargo en las oportunidades procesales señaladas en el artículo 
43 del Reglamento y, al contrario, hizo un reconocimiento parcial de su 
responsabilidad internacional. Tanto en la contestación de la demanda como 
en los alegatos finales el Estado concentró su defensa en el argumento de 
que, al momento de los hechos, Guatemala se encontraba en un conflicto 
interno, y aceptó su responsabilidad internacional con respecto a los 
derechos y garantías establecidas en los artículos 8, 25 y 1.1 de la 
Convención Americana.  

Al respecto, la Corte considera, como ya lo ha hecho en otros casos, que 
cuando el Estado no contesta la demanda de manera específica, se 
presumen verdaderos los hechos sobre los cuales guardó silencio, siempre 
que de las pruebas presentadas se puedan inferir conclusiones consistentes 
sobre los mismos7.  No obstante, la Corte procederá a examinar y valorar el 
conjunto de los elementos que conforman el acervo probatorio del caso, 
según la regla de la sana crítica, la cual permitirá a los jueces llegar a la 
convicción sobre la verdad de los hechos alegados. 

La Corte desestimo algunas de las pruebas aportadas por la Comisión por no 
reunir las formalidades mínimas para su admisión, sin embargo las que tomo 
en cuenta son: 

Hechos Probados: 

Las pruebas las expongo cronológicamente y resultan del estudio de las 
actuaciones del Estado y la Comisión Interamericana, así como de prueba 
documental, testimonial y pericial aportada en el presente caso. 

a) Efraín Bámaca Velásquez nació el 18 de junio de 1957 en la Finca 
El Tablero, El Tumbador, San Marcos. 

                                                 
7 Cfr. Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los “Niños de la Calle”), Caso Godínez Cruz, y 
Caso Velásquez Rodríguez. 
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b) Durante los años en que sucedieron los hechos relativos a este 
caso, Guatemala estaba convulsionado por un conflicto interno. 

c) Jennifer Harbury y Efraín Bámaca Velásquez se conocieron en 
1990 y se casaron en el Estado de Texas, Estados Unidos de 
América, el 25 de septiembre de 1991. 

d) En 1992 existía en Guatemala un grupo guerrillero denominado 
Organización del Pueblo en Armas (ORPA), el que operaba en 
cuatro frentes, uno de los cuales era el Frente Luis Ixmatá 
comandado por Efraín Bámaca Velásquez, conocido como 
Everardo. 

e) El 15 de febrero de 1992 inició su actividad la Fuerza de Tarea 
Quetzal creada por el Ejército para combatir la guerrilla en la zona 
suroeste del país. Inicialmente su puesto de mando estaba en el 
destacamento militar de Santa Ana Berlín, en Coatepeque, 
Quetzaltenango. Colaboraban con ella, además, otras zonas 
militares, como la Zona Militar No. 18 de San Marcos. 

f) Era práctica del Ejército capturar guerrilleros y mantenerlos en 
reclusión clandestina a efectos de obtener, mediante torturas 
físicas y psicológicas, información útil para el Ejército.  Estos 
guerrilleros eran trasladados frecuentemente de un destacamento 
militar a otro y, luego de varios meses en esta situación, eran 
utilizados como guías para determinar los lugares de acción de la 
guerrilla y para identificar personas que tuvieran militancia 
guerrillera.  Buena parte de estos detenidos eran luego ejecutados, 
lo que completaba el cuadro de la desaparición forzada. 

g) Al momento de los hechos del presente caso había ex guerrilleros 
que colaboraban con el Ejército, suministrando información útil a 
éste8. Entre dichas personas se contaban Cristóbal Che Pérez, 
conocido como Valentín, Santiago Cabrera López, conocido como 
Carlos, Otoniel de la Roca Mendoza, conocido como Bayardo, y 
Pedro Tartón Jutzuy, conocido como Arnulfo. 

h) El 12 de marzo de 1992 se produjo un enfrentamiento armado 
entre combatientes de la guerrilla pertenecientes al Frente Luis 
Ixmatá y miembros del Ejército en las orillas del río Ixcucua, en el 
Municipio de Nuevo San Carlos, Departamento de Retalhuleu9. En 

                                                 
8  Cfr. Testimonio de Santiago Cabrera López rendido ante la Comisión Interamericana, Anexo 
3; testimonio de Nery Ángel Urízar García rendido ante el Fiscal Especial,  Julio Eduardo Arango 
Escobar en el Ministerio Público el 20 de mayo de 1995, Anexo 10; declaración suplementaria de Nery 
Ángel Urízar García ante el Fiscal Especial, Julio Eduardo Arango Escobar, Ministerio Público, 24 de 
mayo de 1995, Anexo 12; declaración suscrita ante Notario con el testimonio de Pedro Tartón Jutzuy 
“Arnulfo” de 23 de febrero de 1998; declaración suscrita ante Notario con el testimonio de Otoniel de 
la Roca Mendoza “Bayardo” de 24 de febrero de 1998; testimonio de Santiago Cabrera López rendido 
ante la Corte el 16 de junio de 1998; testimonio de Otoniel de la Roca Mendoza rendido ante la Corte el 
15 de octubre de 1998; testimonio de Mario Ernesto Sosa Orellana rendido ante la Corte el 22 de 
noviembre de 1998; testimonio de Luis Alberto Gómez Guillermo rendido ante la Corte el 23 de 
noviembre de 1998; testimonio de Jesús Efraín Aguirre Loarca de 23 de noviembre de 1998; testimonio 
de Julio Alberto Soto Bilbao rendido ante la Corte el 23 de noviembre de 1998; e Informe REMHI, 
Tomo II. 
9  Cfr. Testimonio de Nery Ángel Urízar García rendido ante el Fiscal Especial,  Julio Eduardo 
Arango Escobar en el Ministerio Público el 20 de mayo de 1995, Anexo 10; Informe final del 
Procurador de los Derechos Humanos en el procedimiento especial de averiguación, 9 de diciembre de 
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dicho enfrentamiento fue capturado vivo Efraín Bámaca 
Velásquez.10. 

 

i) Los captores trasladaron a Efraín Bámaca Velásquez, quien estaba 
herido, al destacamento militar de Santa Ana Berlín, Zona Militar 
No. 1715, ubicada en Coatepeque, Quetzaltenango. Durante su 
reclusión en este destacamento Bámaca Velásquez permaneció 
atado y con los ojos vendados y fue sometido a apremios ilegales y 
amenazas durante su interrogatorio. 

j) Efraín Bámaca Velásquez permaneció en el destacamento militar 
de Santa Ana Berlín del 12 de marzo de 1992 hasta el 15 ó 20 de 
abril del mismo año. Posteriormente fue trasladado al centro de 
detención conocido como La Isla, en ciudad de Guatemala. 

k) Luego de permanecer en ciudad de Guatemala, Efraín Bámaca 
Velásquez fue trasladado a las bases militares de Quetzaltenango, 
San Marcos y Las Cabañas. 

l) El 18 de julio de 1992, aproximadamente, Efraín Bámaca 
Velásquez estaba en la Zona Militar No. 18 de San Marcos. En este 
lugar fue interrogado y sometido a torturas. La última vez que se lo 
vio se encontraba en la enfermería de dicha base militar atado a 
una cama de metal. 

m) Como resultado de los hechos del presente caso, en Guatemala se 
iniciaron varios procesos judiciales, a saber: recursos de exhibición 
personal, un procedimiento especial de averiguación y diversas 
causas penales, ninguno de los cuales fue efectivo, 
desconociéndose hasta el presente el paradero de Efraín Bámaca 
Velásquez. Como producto de dichos procedimientos se 
ordenaron, en diversas ocasiones, diligencias de exhumación con 
el fin de hallar su cadáver. Estas diligencias no dieron resultados 
positivos por haber sido obstaculizada por agentes estatales. 

                                                                                                                                            
1994, Anexo 16; Human Rights Watch/Americas, Disappeared in Guatemala: The Case of Efraín 
Bámaca Velásquez, marzo de 1995, Anexo 51; declaración suscrita ante Notario con el testimonio de 
Otoniel de la Roca Mendoza “Bayardo” de 24 de febrero de 1998; testimonio de Santiago Cabrera 
López rendido ante la Corte el 16 de junio de 1998; testimonio de Otoniel de la Roca Mendoza rendido 
ante la Corte el 15 de octubre de 1998; testimonio de Mario Ernesto Sosa Orellana rendido ante la 
Corte el 22 de noviembre de 1998; testimonio de Julio Alberto Soto Bilbao rendido ante la Corte el 23 
de noviembre de 1998; fotocopia de Oficio No. 229/G-3-92 de 13 de julio de 1992, mediante el cual se 
adjunta la Orden Fragmentaria No. 008/G-3-92; dos fotocopias de mensajes telegráficos de fechas 21 y 
27 de julio de 1992; fotocopia de Oficio No. 245/G-3-92; fotocopia de mensaje telegráfico de 7 de 
agosto de 1992; e Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico, Tomo VII. 
10  Cfr. Testimonio de Nery Ángel Urízar García rendido ante el Fiscal Especial,  Julio Eduardo 
Arango Escobar en el Ministerio Público el 20 de mayo de 1995, Anexo 10; Informe final del 
Procurador de los Derechos Humanos en el procedimiento especial de averiguación, 9 de diciembre de 
1994, Anexo 16; Human Rights Watch/Americas, Disappeared in Guatemala: The Case of Efraín 
Bámaca Velásquez, marzo de 1995, Anexo 51; declaración suscrita ante Notario con el testimonio de 
Otoniel de la Roca Mendoza “Bayardo” de 24 de febrero de 1998; testimonio de Santiago Cabrera 
López rendido ante la Corte el 16 de junio de 1998; testimonio de Otoniel de la Roca Mendoza rendido 
ante la Corte el 15 de octubre de 1998; e Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico, Tomo 
VII. 
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Desaparición Forzada: 

 En sus alegatos finales escritos la Comisión se refirió al fenómeno de 
la desaparición forzada de personas, afirmando que en este tipo de 
situaciones, la detención arbitraria, la incomunicación de la víctima, el 
aislamiento, la tortura, son sucedidos en la mayoría de los casos por la 
ejecución y el ocultamiento del cadáver de la víctima; acompañado del 
silencio oficial, las negaciones, y la obstrucción; para los familiares, los 
amigos, los compañeros, sigue la angustia y la incertidumbre de la suerte de 
la víctima. La desaparición forzada pretende borrar toda huella del crimen 
para conseguir la impunidad total de quienes lo cometieron. 

 

A la luz de este razonamiento, la Comisión argumentó que no obstante que 
Guatemala ha suscrito, pero no ratificado, la Convención Interamericana 
sobre Desaparición Forzada de Personas, ésta entró en vigor el 28 de marzo 
de 1996 y “constituye un instrumento importante para clasificar y comprender 
las desapariciones forzadas y para interpretar la Convención Americana”, de 
conformidad con el artículo 29 de esta última.  

En los mismos alegatos la Comisión afirmó que en América Latina, la 
mayoría de las víctimas de las guerras sucias no murieron en combate ni 
accidentalmente en el fuego cruzado de grupos armados disidentes contra 
las fuerzas armadas. Muchos de ellos fueron secuestrados en centros 
clandestinos de detención, fueron objeto de torturas y fueron enterrados sin 
dignidad ni respeto en fosas sin nombre o arrojadas desde aviones al mar. 

Según la Comisión, al momento de los hechos del presente caso existía en 
Guatemala una política estatal por la cual los guerrilleros capturados eran 
utilizados para obtener información sobre la organización y actividades del 
grupo insurgente del que formaban parte. Para lograrlo, los agentes captores 
mantenían la detención en la clandestinidad y sometían al detenido a 
torturas. Esta situación configuraba el fenómeno de la desaparición forzada, 
que muchas veces culminaba con la ejecución de la persona capturada. Esta 
práctica, que además buscaba impedir toda posibilidad de prueba de la 
misma, le fue aplicada a Efraín Bámaca Velásquez. 

En sus alegatos finales orales en la audiencia pública sobre el fondo 
celebrada en la ciudad de Washington D.C., Estados Unidos de América, el 
Estado admitió que efectivamente se tiene conocimiento de que hubo una 
práctica sistemática dentro de las filas del Ejército al detener o entregarse a 
algún miembro de la URNG si les convenía o se les ofrecía suficientes 
beneficios como para hacerles atractivo el traslado a servidores del Ejército 
Nacional. 

2006, UNIVERSIDAD DE GUADALAJARA, Centro Universitario de la Ciénega 
 

13



LETRAS JURÍDICAS    Revista electrónica de Derecho     ISSN 1870-2155    Número 2 
 
Sin embargo, en esa misma audiencia el Estado agregó que si efectivamente 
hubo o estuvo prisionero de guerra el señor Bámaca Velásquez fue una 
excepción y no una práctica común. 

La desaparición forzada o involuntaria constituye una violación múltiple y 
continuada de varios derechos de la Convención, pues no sólo produce una 
privación arbitraria de la libertad, sino que pone en peligro la integridad 
personal, la seguridad y la propia vida del detenido. Además, coloca a la 
víctima en un estado de completa indefensión, acarreando otros delitos 
conexos.   

Este fenómeno supone, además, “el desconocimiento del deber de organizar 
el aparato del Estado para garantizar los derechos reconocidos en la 
Convención”, En razón de lo cual, al llevar a cabo o tolerar acciones dirigidas 
a realizar desapariciones forzadas o involuntarias, al no investigarlas de 
manera adecuada y al no sancionar, en su caso, a los responsables, el 
Estado viola el deber de respetar los derechos reconocidos por la 
Convención y de garantizar su libre y pleno ejercicio, tanto de la víctima como 
de sus familiares, para conocer el paradero de aquélla. 

De conformidad con la jurisprudencia del Tribunal, la desaparición forzada 
“ha implicado con frecuencia la ejecución de los detenidos, en secreto y sin 
fórmula de juicio, seguida del ocultamiento del cadáver con el objeto de 
borrar toda huella material del crimen y de procurar la impunidad de quienes 
lo cometieron”. En razón de las características del fenómeno y las dificultades 
probatorias que conlleva, la Corte ha establecido que si se ha demostrado la 
existencia de una práctica impulsada o tolerada por el Estado de 
desaparición forzada de personas, y el caso de una persona, ya sea por 
prueba circunstancial o indirecta, o ambas, o por inferencias lógicas 
pertinentes, puede vincularse a dicha práctica, entonces esta desaparición 
específica se considera demostrada. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte atribuye un alto valor probatorio a las 
pruebas testimoniales en procesos de esta naturaleza, es decir, en el 
contexto y circunstancias de los casos de desaparición forzada, con todas las 
dificultades que de ésta se derivan, en los cuales los medios de prueba son 
esencialmente testimonios referenciales y pruebas circunstanciales en razón 
de la propia naturaleza de este delito. 

La Corte ha tenido por demostrado, tanto con base en la prueba 
circunstancial como por prueba directa, que, como lo señalara la Comisión, al 
momento de los hechos de este caso, existía una práctica por parte del 
Ejército por la cual se capturaba a los guerrilleros, se les retenía 
clandestinamente sin dar noticia a autoridad judicial competente, 
independiente e imparcial, se los torturaba física y psicológicamente para la 
obtención de información y, eventualmente, incluso se les causaba la muerte. 
También se puede afirmar, de conformidad con la prueba aportada en el 
presente caso, que la desaparición de Efraín Bámaca Velásquez está 
vinculada con dicha práctica, por lo que la Corte la considera demostrada. 
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En el presente caso existen suficientes elementos de convicción para concluir 
que los hechos señalados relativos a Efraín Bámaca Velásquez fueron 
realizados por personas que actuaban en calidad de agentes del poder 
público, lo cual conlleva la responsabilidad internacional de Guatemala como 
Estado Parte en la Convención. 

Por otra parte, ha quedado demostrado que, pese a los diferentes recursos 
internos utilizados con el fin de aclarar los hechos, éstos no fueron eficaces 
para enjuiciar y, en su caso, sancionar, a los responsables de éstos. 
Guatemala incluso aceptó su responsabilidad internacional, afirmando que 
“no ha resultado posible, hasta este momento, para las instancias 
competentes, identificar a las personas o persona responsable penalmente 
de los hechos antijurídicos objeto de ésta demanda”. 

 

Una vez que se ha demostrado la ocurrencia de la detención y la 
desaparición de Efraín Bámaca Velásquez y que las mismas son imputables 
al Estado, la Corte se avoca a examinar dichos hechos a la luz de la 
Convención Americana. 

Resolución: 

La corte por unanimidad,  

1. declara que el Estado violó, en perjuicio de Efraín Bámaca Velásquez, 
el derecho a la libertad personal consagrado en el artículo 7 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 

Por unanimidad,  

2. declara que el Estado violó, en perjuicio de Efraín Bámaca Velásquez, 
así como de Jennifer Harbury, José de León Bámaca Hernández, Egidia 
Gebia Bámaca Velásquez  y Josefina Bámaca Velásquez, el derecho a la 
integridad personal consagrado en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 

Por unanimidad,  

3. declara que el Estado violó, en perjuicio de Efraín Bámaca Velásquez, 
el derecho a la vida consagrado en el artículo 4 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 

Por unanimidad,  

4. declara que el Estado no violó, en perjuicio de Efraín Bámaca 
Velásquez, el derecho al reconocimiento a la personalidad jurídica 
consagrado en el artículo 3 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
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Por unanimidad,  

5. declara que el Estado violó, en perjuicio de Efraín Bámaca Velásquez, 
así como de Jennifer Harbury, José de León Bámaca Hernández, Egidia 
Gebia Bámaca Velásquez  y Josefina Bámaca Velásquez, el derecho a las 
garantías judiciales y a la protección judicial consagrado en los artículos 8 y 
25  de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Por unanimidad,  

6. declara que el Estado incumplió las obligaciones generales de los 
artículos 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
conexión con las violaciones de los derechos sustantivos señalados en los 
puntos resolutivos anteriores de la presente Sentencia. 

Por unanimidad,  

7. declara que el Estado incumplió, en perjuicio de Efraín Bámaca 
Velásquez, la obligación de prevenir y sancionar la tortura en los términos de 
los artículos 1, 2, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura. 

Por unanimidad,  

8. decide que el Estado debe ordenar una investigación para determinar 
las personas responsables de las violaciones de los derechos humanos a que 
se ha hecho referencia en esta Sentencia, así como divulgar públicamente 
los resultados de dicha investigación y sancionar a los responsables. 

Por unanimidad,  

9. decide que el Estado debe reparar los daños causados por las 
violaciones señaladas en los puntos resolutivos 1 a 7, a cuyo efecto 
comisiona a su Presidente para que, oportunamente, disponga la apertura de 
la etapa de reparaciones. 

Los Jueces Cançado Trindade, Salgado Pesantes, García Ramírez y de 
Roux Rengifo hicieron conocer a la Corte sus Votos Razonados. 

San José, Costa Rica, el día 25 de noviembre de 2000. 
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Conclusión 

 

La desaparición forzada de personas en América es una afrenta a la 
conciencia del hemisferio y constituye un crimen de lesa humanidad". La 
necesidad social del esclarecimiento e investigación de estos delitos no 
puede ser equiparada a la de un mero delito común.  

En la historia de la violación de los derechos humanos, las desapariciones no 
son una novedad. Pero su carácter sistemático y reiterado, su utilización 
como una técnica destinada a producir no sólo la desaparición misma, 
momentánea o permanente, de determinadas personas, sino también un 
estado generalizado de angustia, inseguridad y temor, ha sido relativamente 
reciente. Aunque esta práctica posee carácter más o menos universal, en 
América latina ha presentado en los últimos años una excepcional intensidad.   

El fenómeno de las desapariciones constituye una forma compleja de 
violación de los derechos humanos que debe ser comprendida y encarada de 
una manera integral. 

Sin duda alguna, y tal y como lo demuestro en el contenido de la presente 
investigación, existen ya trabajos para su prevención, y castigo a los 
responsables de la comisión de este delito, así como lo referente a la 
“reparación” del daño, si así se le puede llamar a la indemnización que se le 
tendrá que pagar a la victima, o en su caso a los familiares de esta. 

La creación del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o 
Involuntarias de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
mediante resolución 20 (XXXVI) de 29 de febrero de 1980, constituye una 
actitud concreta de censura y repudio generalizados, por una práctica que ya 
había sido objeto de atención en el ámbito universal por la Asamblea General 
(res. 33/173 de 20-XII-1978), por el Consejo Económico y Social (res. 
1979/38 de 10-V-1979) y por la Subcomisión de Prevención de 
Discriminaciones y Protección a las Minorías (res. 5 B [XXXII] de 5-IX-1979). 
Los informes de los relatores o enviados especiales de la Comisión de 
Derechos Humanos muestran la preocupación por el cese de esa práctica, 
por la aparición de las personas afectadas y por la aplicación de sanciones a 
los responsables.  

Todo ello, con la voluntad de los Estados y sin pasar por alto la creación de la 
Corte Penal Internacional, pone un alto a la impunidad y se convierte en un  
parte aguas para el reconocimiento de los crímenes internacionales.  
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